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				INTRODUCCIÓN

				A inicios del siglo XXI la Iglesia católica en México desempeña funciones importantes en la sociedad y en la política; participa libremente en debates públicos diversos y en el diseño y hasta la implementación de decisiones gubernamentales. La influencia que ejerce en el sistema político hubiera sido impensable en el pasado, dada la conflictiva historia de sus relaciones con el Estado y el anticlericalismo revolucionario que quedó plasmado en disposiciones constitucionales diseñadas para controlar su presencia y su comportamiento, y que estuvieron vigentes casi ocho décadas. ¿Cómo se explica esta evolución? ¿Es producto de una traición de los gobiernos autoritarios a los ideales de la Revolución? ¿Es prueba de la continuidad de la sociedad tradicional? ¿Es un indicador de la fe religiosa de la sociedad o de la posición dominante de la Iglesia?

				La Iglesia es una institución cultural y social, pero, tal como lo prueba la experiencia mexicana, también es una institución política que ha participado en las luchas por el poder y ha retado tanto como sostenido las estructuras de gobierno de la sociedad. Los artículos que recoge este libro intentan responder las preguntas que plantea su trayectoria en los últimos treinta años desde esta perspectiva.

				La participación y la influencia políticas de la Iglesia católica no son fenómenos recientes. La reconciliación con el Estado posrevolucionario ocurrió desde los años cuarenta del siglo pasado, cuando, en aras de su supervivencia, la Iglesia se incorporó con disimulo al sistema autoritario. Esta estrategia le permitió recuperar muchas de las funciones sociales y de la influencia que la Revolución había pretendido arrebatarle. Sin embargo, sólo la prolongada transición que puso fin a la hegemonía del PRI generó un contexto propicio para la instauración de la plena autonomía de la Iglesia. Entonces tuvo la oportunidad de recuperar tiempo y terreno perdidos; adquirió una renovada seguridad en sí misma y un ánimo restauracionista que, para su exasperación, habría de toparse con la sociedad plural y secularizada de finales del siglo XX. La misma que, contradictoraimente, le dispensó al papa Juan Pablo II una cálida y tumultuosa acogida en cada una de las cinco apoteósicas visitas que hizo a México entre 1979 y 2002.

				Cuando el presidente Carlos Salinas buscó incorporar su gobierno a la marea transformadora que habían lanzado Margaret Thatcher, Ronald Reagan, Mijaíl Gorbachov y Juan Pablo II, se le impusieron entre otros temas el anticlericalismo constitucional y la inexistencia de relaciones diplomáticas con el Vaticano. Rápidamente los sumó a la agenda de modernización del Estado, con la que pretendía responder al mundo cambiante del fin de la guerra fría, del colapso del socialismo y de la globalización. Estas aspiraciones se derrumbaron en 1994 cuando estalló una violenta crisis económica; no obstante, entre los cambios institucionales que sobrevivieron a la caída del proyecto salinista destaca el estatus de las iglesias y, entre ellas, el de la Iglesia católica.

				Dos acontecimientos ratificaron el proceso que favoreció la reforma constitucional de 1991: el levantamiento del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), en enero de 1994, y el triunfo del candidato del PAN a la presidencia de la República, Vicente Fox, en julio de 2000. La profusión de referencias religiosas y evangélicas en el discurso del enigmático Subcomandante Marcos, líder de la rebelión zapatista, y el involucramiento plagado de ambigüedades del obispo de San Cristóbal, Samuel Ruiz, en el movimiento y en el mismo EZLN, le imprimieron al primer episodio un tono equívoco entre político y religioso, que a muchos hizo creer que estábamos ante una nueva cristiada.

				Los ecos de esa guerra retumbaron en la toma de posesión de Vicente Fox, el primer presidente miembro de un partido de oposición al PRI. En esa ceremonia cívica y republicana por excelencia, el jefe del Ejecutivo —en un acto presuntamente espontáneo— recibió de manos de su hija un crucifijo grande y pesado. El gesto fue un claro desafío a la tradición laica del Estado. La carga simbólica del desacato a la Constitución no escapó a nadie. La Iglesia católica estaba de vuelta, íntegra y confiada, después de casi cien años de exclusión.

				Los artículos aquí reunidos reconstruyen el trayecto de tres décadas que llevó a la restauración de la Iglesia en el sistema político. Los escribí conforme se fue desenvolviendo el proceso; en ese sentido se trata de análisis coyunturales que fueron elaborados con el instrumental de la ciencia política; la mayoría de ellos fueron publicados en revistas académicas en México, Estados Unidos y Francia. La intención original de estos artículos era entender lo que ocurría en las relaciones Estado/Iglesia en un momento en que todo se movía en el sistema político.

				Al escribir estos textos buscaba explicaciones a lo que ocurría porque no me satisfacían las interpretaciones que veían a la Iglesia como una fuerza oscura y maligna, o que se referían a la profundidad y fuerza de la religión católica en la sociedad mexicana como un dato inalterable. Para mí esas visiones eran la perezosa repetición de lugares comunes que había que revisar, entre otras razones porque si algo aprendí en esos años sobre este tema es que, bajo la apariencia de la permanencia, el cambio se instala entre nosotros de manera ineluctable.

				Cuando a sugerencia de Francisco Gómez Ruiz, director de publicaciones de El Colegio de México, hice una lectura de conjunto de estos artículos, descubrí que estaban vinculados por las líneas de un recorrido que seguía una lógica propia, y que perseguía una meta. Era una historia que se podía contar: la del regreso de la Iglesia católica a la vida pública en México. La propuesta me daba la oportunidad de reunir materiales dispersos físicamente, aunque unidos por el tema y la secuencia de los acontecimientos. Su consistencia, me parece, obedece también a la claridad de objetivos de la Iglesia, que actuaba como lo ha hecho a lo largo de su historia: con paciencia y perseverancia, persuadida de que los gobiernos van y vienen, pero ella permanece porque es eterna.

				La restauración que rastrean estos textos puede —y debe— ser vista como parte del proceso de democratización. Ocurrió dentro del marco general de dos desarrollos paralelos: uno relativo al régimen político y el segundo de orden eclesial. Primero, el desmantelamiento de la hegemonía del PRI, la eclosión del pluralismo político de la sociedad y la formación de un nuevo sistema político. Luego, el pontificado de Juan Pablo II, cuya ofensiva antiautoritaria fue una poderosa sacudida para el mundo católico, que contribuyó al desplome del socialismo en el este y en el centro del continente europeo, y fue un referente inequívoco en las batallas contra el autoritarismo.

				A excepción del primer artículo, dedicado a la historia de la Iglesia católica en América Latina en la segunda mitad del siglo XX, todos los textos se refieren a México, incluso aquellos que examinan la política exterior del Vaticano, y recorren las distintas etapas de la relación entre la Iglesia y el Estado en la segunda mitad del siglo XX: a partir de la complicidad equívoca con que contribuyó a la estabilidad autoritaria hasta el apoyo crítico de los años noventa. Dos artículos, que ahora se publican por primera vez en español, miran y calibran la influencia de la Iglesia católica en los valores y los comportamientos sociales, por medio de la experiencia de las mujeres. Uno se refiere a los años cincuenta y describe el control que mantenía la Iglesia sobre la definición del ideal femenino; el segundo analiza, desde esa misma perspectiva, la influencia del cambio social de finales del siglo XX en el surgimiento de la individualidad de las mujeres, y en la consecuente erosión de la autoridad de la Iglesia. El último ensayo examina la ofensiva conservadora que lanzaron los gobiernos panistas contra la sociedad laica, por convicción y en apoyo de las demandas de la Iglesia.

				Adquirí muchas deudas en el curso de las más de dos décadas en las que analicé estos temas. Quiero dejar constancia de mi agradecimiento a quienes han sido mis interlocutores y que, ya sea esporádica o sistemáticamente, mucho me han enseñado. En primer lugar, a los miembros del seminario de investigación del Centro de Estudios Internacionales de El Colegio de México, ante quienes presenté versiones preliminares de varios de estos textos, y que compartieron conmigo reflexiones siempre generosas y enriquecedoras; luego, al Radcliffe Institute de la Universidad de Harvard (2003-2004) y al Kellog Institute de la Universidad de Notre Dame (2005), donde elaboré los dos artículos que analizan la relación entre la Iglesia y las mexicanas, con el apoyo de agudos colegas que hicieron inteligentes sugerencias para mejorar los textos. También quiero expresar mi agradecimiento a Jean-Pierre Bastian, Bernardo Barranco, Roberto Blancarte, Manuel Ceballos, Miguel Concha, Hugo Hiriart, Margarita Lascuráin, María de Nazareth, Ricardo Murra, Manuel Olimón, Valentina Torres Septién y Gustavo Verduzco, quienes con sus conocimientos, su emoción y su experiencia me han ayudado a pensar la Iglesia en México. También agradezco a Ximena Guadalupe García Hidalgo y a Claudia Piña su ayuda en la revisión y reorganización de los textos. Los errores que pueda haber en estos trabajos son sólo míos.

				Un libro como éste casi no puede evitar las repeticiones porque cada uno de los textos fue pensado como una unidad independiente. En más de un caso, para facilitar su lectura había que hacer una breve recapitulación histórica y el elector encontrará la reiteración de ciertas referencias. Pido una disculpa por esta inconveniencia.

				La historia que aquí se narra puede ser de interés para especialistas y para personas involucradas con la Iglesia o en procesos eclesiales. La Iglesia en México provoca marcadas divisiones y apasionados antagonismos, que con frecuencia nacen del prejuicio o del desconocimiento del contexto de sus acciones. Espero que este libro contribuya a ampliar el horizonte de comprensión de estos temas, y que sea útil también para los interesados en el proceso político o para quienes sientan curiosidad por el México de fin de siglo.

				Me resta por hacer una reflexión respecto al futuro. La Iglesia recuperó la plena autonomía en México gracias a la democracia, al pluralismo político y a la diversidad social; es de esperar que ella misma se haya comprometido con estos tres procesos en los que siempre vio un adversario.

			

		

	
		
			
				
				I. LA IGLESIA CATÓLICA EN AMÉRICA LATINA EN LA SEGUNDA MITAD DEL SIGLO XX[1]

				INTRODUCCIÓN

				Desde la Evangelización en el siglo XVI, la Iglesia católica quedó instalada como una de las instituciones centrales en América Latina, como uno de los pilares de la organización social. Durante más de cuatro siglos mantuvo un monopolio religioso casi perfecto, dentro de una estabilidad general apenas interrumpida por episodios de conflicto provocados por la llegada del liberalismo a la región en el siglo XIX. La firmeza de la posición de la Iglesia en las sociedades latinoamericanas se explica porque a lo largo de todo este tiempo mantuvo una relación de armonía y cooperación con el Estado y las élites tradicionales, cuyo objetivo era el mantenimiento del statu quo. Su historia está, por consiguiente, íntimamente ligada con la historia de las instituciones del poder.

				Después de 1945 se inició un largo periodo de inestabilidad en estos países asociado con el cambio social y las consecuencias de un desarrollo económico irregular y desequilibrado. Por su misma posición central, la Iglesia no pudo mantenerse al abrigo de los acontecimientos que modificaban el contexto general en el que actuaba. Desde los años cincuenta la institución empezó a desarrollar estrategias de ajuste y autodefensa destinadas a preservar su posición de liderazgo moral y cultural, mediante nuevas alianzas sociales y la renovación de los temas que guiaban su acción pastoral. Esta lucha tuvo costos importantes para la armonía del catolicismo en la región. Autoridades eclesiásticas, el clero y los fieles coincidían en que era preciso defender la posición de la Iglesia, amenazada por las características y la dinámica de las sociedades latinoamericanas; sin embargo, la diferencia se instaló entre ellos cuando se trató de definir los instrumentos del cambio y el ritmo con el cual debía llevarse a cabo. Mientras que para unos la mejor defensa consistía en sumarse a ese impulso, para otros esta estrategia comprometía la continuidad de la institución porque la sumergía de lleno en el terreno de las ideologías y de las contingencias políticas. Para quienes así lo veían, la mejor vía de autoprotección de la Iglesia en las agitadas sociedades latinoamericanas consistía en situarse por encima de los debates y de las partes en conflicto, sin comprometerse con ninguna de ellas. La neutralidad era defendida como la mejor vía para preservar la universalidad de la Iglesia católica.

				Los desacuerdos entre los católicos latinoamericanos alcanzaron niveles de elevada intensidad durante los años sesenta y setenta, fueron disminuyendo en los años ochenta y al iniciarse la década de los noventa habían perdido la estridencia de décadas anteriores que a más de uno había hecho temer por la unidad de las iglesias latinoamericanas y su obediencia a la autoridad del Vaticano. Así, y en contraste con la prolongada quietud de la mayor parte de su historia, la segunda mitad del siglo XX fue un periodo de turbulencias y contradicciones para el catolicismo latinoamericano, en el que se manifestaron discordias y disensiones entre obispos, entre sacerdotes y obispos, hubo desacuerdos entre obispos y sacerdotes y los fieles, entre teólogos y autoridades vaticanas; diferentes tipos de antagonismos opusieron a sacerdotes y religiosos, a éstos y movimientos laicales, y también hubo discrepancias entre estos últimos.

				En el pasado la principal fuente de inestabilidad para la Iglesia católica en América Latina habían sido sus relaciones con el mundo no eclesiástico; sin embargo, después de 1945 las discrepancias intraeclesiásticas ocuparon un lugar preponderante en el repertorio de retos que tenía que enfrentar la institución para adaptarse a las cambiantes condiciones de la región. Por momentos, los desacuerdos en el seno del catolicismo fueron tan graves y su origen tan profundo que pusieron en riesgo la coherencia y la unidad internas de la institución. Distintas iglesias locales vivieron repetidamente situaciones críticas, sobre todo en los años setenta a raíz de la aparición de la teología de la liberación, que pretendía ser una propuesta teológica exclusivamente latinoamericana, y que cimbró la frágil homogeneidad del catolicismo en la región. Entonces la Iglesia católica dejó de cumplir sus funciones históricas de conciliación social y de integración del consenso, y en más de un caso se convirtió en el origen de graves conflictos políticos.

				Esta situación de inestabilidad que en apariencia fue superada en la última década del siglo XX, como resultado de la decisión del Vaticano de detener los efectos disruptivos de una lectura particular de las conclusiones del Concilio Vaticano II, que condujo a la acentuada politización de la Iglesia en América Latina. La estrategia del papa Juan Pablo II hacia la región formaba parte de un plan general cuyos objetivos eran restablecer la vigencia del principio de autoridad del Pontífice, poner fin a la pluralidad de interpretaciones del evangelio y de las funciones sociales de la Iglesia, y sentar nuevos referentes comunes para el diverso mundo católico. Las particularidades de la accidentada historia de la Iglesia católica en América Latina después de la segunda guerra mundial son una expresión de las características generales de las propias sociedades de la región. Dos de ellas tuvieron una importancia decisiva en el desarrollo de esta historia: la pobreza y las condiciones generadas por el cambio social impulsado, primero, por las transformaciones económicas que experimentaron estos países a partir de la industrialización y, luego, por las crisis económicas que se produjeron de forma recurrente desde finales de los años setenta. Ambos fenómenos, la persistencia de la pobreza —y en algunos casos su agravamiento— y el cambio social, sometieron a dura prueba la consistencia del mensaje de la Iglesia católica con su comportamiento.

				En relación con las cambiantes características socioeconómicas de las sociedades latinoamericanas, en la historia reciente del catolicismo en la región, también intervienen ciertos rasgos que le son propios. De ellos destacan dos: las dimensiones de su presencia en las culturas de la región y su debilidad institucional. El primer rasgo explica la existencia de una religiosidad popular de raíces católicas que ha integrado numerosos elementos culturales profanos y ha resultado en un sincretismo religioso que en el pasado fue visto como una de las principales debilidades del catolicismo latinoamericano y como un peligroso adversario para la Iglesia institucional, porque seguía un curso propio que escapaba a su autoridad. No obstante, hoy día la religiosidad popular ha sido identificada por el Vaticano como uno de los ejes de la defensa del catolicismo, que —según su diagnóstico— está amenazado por la secularización y el avance de las iglesias protestantes. Por otra parte, la matriz católica de las culturas de los países de la región le atribuyó a la religión un amplio potencial de movilización y capacidad de influencia; por esta razón, la Iglesia en América Latina siempre ha sido muy vulnerable al contexto político.

				El segundo rasgo del catolicismo latinoamericano, que explica sus desarrollos recientes, es una debilidad institucional que contrasta vivamente con el alcance de su presencia cultural. A lo largo de su historia en la región, la Iglesia católica se ha caracterizado por un notable desequilibrio entre el número de sacerdotes y religiosos y la gran extensión del territorio que tiene que atender. Después de 1945, el crecimiento demográfico agravó este problema, porque los efectos de la escasez de recursos materiales y humanos eclesiásticos se agudizaron ante el aumento de la población que demandaba servicios religiosos. Señalado desde los años cincuenta como uno de los factores de mayor preocupación para el Vaticano en relación con Amé­ri­ca Latina, en la década de los noventa el problema no había sido superado y seguía siendo una de las fragilidades del catolicismo en la región. Al inicio de ese periodo, 80% del clero guatemalteco era extranjero, el mismo porcentaje se registraba en Bolivia, Nicaragua, Honduras, Panamá y Venezuela, mientras que en Chile la proporción era de 50%. América Latina representaba 42% de los católicos en el mundo, pero contaba únicamente con 13% del total de sacerdotes, mientras que 39% de los católicos se concentraba en Estados Unidos, Canadá y Europa, donde trabajaba 73% de los sacerdotes del mundo.[2] Esta desproporción entre las dimensiones de la grey católica en América Latina y los recursos disponibles para gobernarla ha sido una constante, que se vio agravada en aquellos países en donde llegó a su fin la alianza con el Estado, pues con ella desapareció una fuente importante de apoyo. No obstante los costos de esta ruptura o distanciamiento, las repetidas crisis políticas que sufrieron estos países en el periodo fueron una prueba de que el destino trascendente de la Iglesia no podía estar atado al destino contingente del Estado.

				Inmediatamente después de 1945, las autoridades eclesiásticas consideraron que las condiciones de pobreza en que vivía la mayoría de la población y el debilitamiento de las élites tradicionales, así como la inestabilidad política y social que afectaba a diferentes países, erosionaban la posición central de la Iglesia, al tiempo que la amenaza comunista adquiría verosimilitud. En estas circunstancias se impuso la necesidad de encontrar una alternativa a la alianza con el Estado. Podríamos decir que la historia del catolicismo latinoamericano después de la segunda guerra mundial es la sucesión y el ensayo de diferentes soluciones a los problemas que plantea el fin de la complementariedad Estado-Iglesia, y de una búsqueda de sustitutos a esta alianza. Su objetivo era preservar su posición histórica de liderazgo social y para ello recurrió a la formación de instituciones intermedias, partidos, sindicatos, cooperativas y las Comunidades Eclesiales de Base, o a la organización y dirección de movimientos sociales que privilegian la acción directa frente a la opción institucional. Por otra parte, la experiencia católica en este periodo también estuvo marcada por acontecimientos políticos que incidieron en sus estrategias y análisis, y en el diseño de alternativas: la Revolución cubana en 1959, la experiencia reformista del gobierno demócrata-cristiano de Eduardo Frei en Chile de 1964 a 1970, el golpe militar que puso fin al gobierno socialista de Salvador Allende en 1973 y el triunfo de la revolución nicaragüense en 1979.

				En la región latinoamericana, la Iglesia católica ha vivido con una intensidad sin paralelo algunas de las contradicciones y dilemas que se derivan de una doctrina que por necesidad tiene que ser vaga y ofrecer únicamente planteamientos generales. La aspiración de la Iglesia católica a la universalidad y la diversidad de las realidades nacionales en que está inserta obligan a que su mensaje sea amplio e inclusivo; la inevitable ambigüedad la deja a merced de diversas interpretaciones. Sin embargo, en esta región ha tenido que sortear con más urgencia los riesgos que acarrea la traducción de la universalidad en situaciones particulares. Así, por ejemplo, en Europa y Estados Unidos los documentos del Concilio Vaticano II significaron la reconciliación con la reforma protestante y con el liberalismo político, y condujeron en el mediano plazo a la despolitización definitiva de las instituciones eclesiásticas, como efecto de la maduración de sociedades más seculares. En cambio, en América Latina los mismos documentos tuvieron el efecto contrario: en franca oposición a lo dispuesto en uno de ellos, Gaudium et Spes, en cuanto a la autonomía de lo temporal y lo espiritual. Sus reflexiones a propósito de la Iglesia y del cambio social fueron el sustento de la teología de la liberación. Algunos encuentran una línea de continuidad en cuanto al compromiso de la Iglesia con los pobres, desde Pío XII hasta Juan Pablo II, pero otros consideran que Juan XXIII y, después de él, Paulo VI quisieron remediar las consecuencias de la rigidez ideológica de Pío XII y de su cruzada anticomunista, que en más de un caso apartó a la Iglesia de su compromiso con la justicia; mientras que Juan Pablo II repudió muchas de las derivaciones de los cambios que introdujeron sus dos predecesores inmediatos —sin contar el brevísimo reinado de Juan Pablo I— en el terreno conceptual, por ejemplo, en relación con la Iglesia como el Pueblo de Dios. Asimismo, se propuso frenar el proceso de pluralización y la transformación institucional que propició el Concilio Vaticano II.

				En la segunda mitad del siglo XX, la Iglesia enfrentó en América Latina, tal vez con más intensidad y urgencia que en otras regiones, los dilemas que plantean sus relaciones con la política y con el poder político, con las élites y con la sociedad, así como los retos que supone para una institución que tiene una dimensión moral esencial vivir en medio de la pobreza y la desigualdad. Un primer dilema deriva del hecho de que para seguir siendo una fuerza moral y mantener la autoridad espiritual que es la base de su influencia, la Iglesia católica tendría que involucrarse activamente en la solución de los problemas sociales más urgentes de la región. Sin embargo, al hacerlo, pone en juego tanto su identidad como institución socialmente inclusiva como su mensaje de reconciliación social. La necesidad de responder a las condiciones de la realidad condujo en los años sesenta a la radicalización de algunos grupos católicos, que asumieron como propia la disyuntiva entre reforma y revolución que apareció en América Latina desde la Revolución cubana. Más adelante, sus posiciones de compromiso social se afianzaron en la lucha contra las dictaduras militares ferozmente represivas que se impusieron en Brasil, Chile, Argentina, Uruguay. No obstante, este tipo de compromiso se tradujo en politización y en divisiones entre los propios católicos.

				Dada la historia y las características de las sociedades latinoamericanas y del catolicismo en la región, de manera casi natural uno de los terrenos donde la Iglesia ensayó diferentes soluciones para resolver estos dilemas fue el de sus relaciones con el Estado. En este ámbito surgieron algunos de los más agrios desacuerdos entre los católicos, sobre todo a partir del momento en que el cambio social puso en tela de juicio la legitimidad del orden político. Después de 1945 pueden distinguirse tres modelos de relación Estado-Iglesia: el tradicional de estrecha colaboración y apoyo mutuo, el de la confrontación y el de la autonomía relativa.

				El primero de ellos fue predominante en la mayor parte de la región hasta los años cincuenta. En este arreglo normalmente también están integradas las élites tradicionales; la diferenciación entre política y religión es imprecisa y las instituciones religiosas avalan la legitimidad del orden social. Este modelo se ha mantenido casi intacto en Colombia y Argentina, aunque en los años sesenta y setenta aparecieron grupos disidentes que provocaron tensiones en el seno del mundo católico. El segundo modelo de relación Estado-Iglesia se caracteriza por el antagonismo. En ese caso, y a diferencia de los conflictos derivados de las políticas de secularización de los liberales del siglo XIX, la defensa de los derechos o de los intereses particulares de la Iglesia no es el origen del enfrentamiento, sino que éste fue consecuencia de que los miembros de la Iglesia asumieran la protección de los grupos populares contra la opresión y la explotación, y se propusieran el cambio de estructuras. Esta Iglesia contestataria se desarrolló sobre todo en Brasil, Chile, El Salvador, Nicaragua y Perú. Al igual que en el primer modelo, en éste la Iglesia niega la diferencia entre política y religión, y defiende una visión integral de la persona humana que no admite la parcelización que distingue al creyente del ciudadano.

				El tercer modelo es de autonomía relativa: entre la Iglesia y el Estado existen relaciones de mutuo respeto derivadas de una diferenciación clara entre autoridad civil y religiosa, y la especialización de funciones está consolidada; también se funda en la existencia de una sociedad secularizada que distingue la esfera de lo público y el ámbito de lo espiritual. México y Venezuela ilustran este modelo, aunque representan modalidades diferentes. En México, el desarrollo de una relación Estado-Iglesia de autonomía relativa fue el producto a largo plazo del violento conflicto que provocó el anticlericalismo de la Revolución mexicana de 1910, que después de numerosos y prolongados enfrentamientos, si bien no logró someter a la Iglesia a la autoridad del Estado, sí pudo limitar su intervención en diferentes esferas de la vida social, por ejemplo, en la educación. El resultado de este no intervencionismo fue un proceso de secularización amplio y espontáneo, que no encontró obstáculos ni reanimó conflictos ente la Iglesia y el Estado. De tal suerte que, a pesar de la indiscutible vigencia de la religiosidad popular, la sociedad mexicana fue, a finales del siglo XX, una de las menos atentas a los mensajes sociales o políticos de la Iglesia. Una situación muy semejante se presentó en Venezuela, donde estas características parecían más asociadas a la debilidad institucional de la propia Iglesia y a una religiosidad popular igualmente débil.

				La experiencia reciente de la Iglesia católica en América Latina permite constatar que el desarrollo del segundo modelo en buena medida está determinado por la naturaleza del sistema político: en la ausencia de organizaciones de participación política independiente, la Iglesia católica puede convertirse en una instancia sustitutiva que asume las funciones de representación y agregación de intereses, socialización y participación que en los regímenes democráticos cumplen los partidos políticos. En la década de los ochenta se establecieron relaciones de relativa autonomía entre la Iglesia y el Estado en los países donde se han implantado y funcionan las instituciones de la democracia liberal. Su efectividad ha tenido por consecuencia la despolitización de la religión y de las instituciones eclesiásticas. Así ha ocurrido justamente en aquellos países donde se desarrolló con más fuerza la Iglesia contestataria y profundamente politizada, esto es, en Brasil, Chile, Nicaragua y El Salvador. La vigencia de las instituciones democráticas y del pluralismo político cancelaron la necesidad del intervencionismo de la Iglesia en asuntos políticos y en estos países volvió, en forma hasta cierto punto espontánea, a las funciones especializadas de una institución religiosa.

				No obstante estas generalizaciones, la experiencia católica en América Latina ha sido muy diversa, precisamente porque la inserción plena de la Iglesia en el terreno de los antagonismos políticos e ideológicos le impuso en cada país los rasgos particulares de cada sociedad y de sus conflictos. La constatación de este fenómeno explica la renuencia de las autoridades vaticanas a comprometerse, plenamente, con las realidades sociales inmediatas, pues la profundización de este proceso podría conducir a una diferenciación tan marcada que provocara la balcanización del catolicismo en América Latina. Estas divergencias pueden ser de largo alcance en sociedades que presentan fracturas múltiples de origen étnico, económico y social. Por esta razón, en el último cuarto del siglo XX el tema de la unidad fue una de las constantes del mensaje católico en la región.

				La historia de la Iglesia católica en América Latina en la segunda posguerra puede periodizarse a partir de las cuatro asambleas generales de la Conferencia del Episcopado Latinoamericano: Río de Janeiro en 1955, Medellín en 1968, Puebla en 1979 y Santo Domingo en 1992. Cada una de estas reuniones fue precedida por trabajos de evaluación del catolicismo en la región; con base en este diagnóstico se definieron líneas de acción que se tradujeron en diferentes iniciativas, tipos de organización y políticas institucionales. Las conferencias fueron un reflejo del momento histórico en que se celebraron y del contexto católico general.

				DE LA FUNDACIÓN DEL CELAM AL CONCILIO VATICANO II

				De junio a agosto de 1955 se reunieron en Río de Janeiro, Brasil, los obispos de América Latina con motivo del Congreso Internacional Eucarístico y acordaron organizar el Consejo Latinoamericano de Obispos, siguiendo el ejemplo de la Conferencia Brasileña de Obispos Nacionales, establecida en 1952. La iniciativa fue bendecida por el papa Pío XII en septiembre de ese año. Su propósito era diseñar nuevos métodos apostólicos y pautas para la acción social de los cristianos en la región. La iniciativa formaba parte de un plan general del Vaticano destinado a reorganizar y modernizar la Iglesia católica en la región. Con este fin se subdividieron antiguas diócesis, que eran demasiado extensas o cuya población había aumentado, se establecieron nuevas parroquias urbanas y se pusieron en pie nuevas formas de ministerio pastoral, y numerosos sacerdotes y religiosos de Europa, Estados Unidos y Canadá fueron transferidos a la región.

				La creación del Consejo Episcopal Latinoamericano (Celam) no tuvo en su momento la importancia que adquirieron sus asambleas después de 1968. Al inicio fue un acontecimiento de índole estrictamente eclesial que pasó desapercibido en el mundo no religioso, sobre todo porque no tenía ningún impacto social visible. No obstante su carácter limitado, la iniciativa tenía mucho de novedoso, pues era la primera vez que el principio de colegialidad adquiría en el seno de la Iglesia una expresión institucional permanente, que aspiraba a desarrollar una capacidad de respuesta concertada y se apoyaba en un grupo de funcionarios cuya responsabilidad consistía en dar continuidad a los acuerdos y las conclusiones de las asambleas. Hasta entonces, las reuniones episcopales eran escasas y los esfuerzos intradiocesanos no estaban bien coordinados. Posteriormente, la fórmula fue adoptada en Europa, Estados Unidos y Canadá. Sin embargo, la iniciativa de los obispos latinoamericanos destinada a coordinar esfuerzos y preservar la unidad de la Iglesia en la región no era completamente espontánea ni autónoma. Sus orígenes pueden rastrearse a la evaluación del catolicismo latinoamericano que habían hecho religiosos y laicos en 1953, durante la Semana Interamericana de Acción Católica que se había llevado a cabo en el puerto peruano de Chimbote, y cuyo resultado había sido una severa autocrítica.

				El documento conocido como Reporte de Chimbote distinguía entre cuatro tipos de católicos: practicantes, nominales, culturales y folclóricos. Únicamente el primer grupo, que era minoritario, cumplía en forma satisfactoria con su compromiso como católico: respetaba los sacramentos y su vida cotidiana estaba guiada por los valores del catolicismo. La mayoría de los católicos latinoamericanos se distribuía entre las categorías restantes, pues lo eran sólo de nombre, recibían un mínimo de instrucción religiosa, poseían una formación doctrinal muy pobre y sus comportamientos privados no revelaban ninguna influencia real de los valores de la cultura católica. Su pertenencia a la Iglesia se limitaba a repetir mecánicamente hábitos de piedad. Su catolicismo era un bagaje de tradiciones y ritos de índole cultural, que carecía de contenido religioso o de fuerza como instancia de autoridad espiritual. Nada distinguía el comportamiento de estos católicos del comportamiento de un protestante o de un liberal.[3]

				Según el Reporte, la situación del catolicismo en América Latina representaba una crisis institucional grave y se explicaba por las limitaciones de la propia Iglesia en la región: la escasez de sacerdotes y religiosos, la extensión de las diócesis y una liturgia que no propiciaba la participación activa de los laicos en las actividades religiosas: “El desconocimiento del lenguaje en que imparten los sacramentos reduce a los participantes en las ceremonias a la condición de simples espectadores; y en los círculos menos educados, los ritos adquieren una calidad mágica… El catolicismo no está ausente, pero su presencia pasa desapercibida”.[4]

				La principal recomendación del documento de Chimbote era que América Latina tenía que ser recristianizada y debía, en consecuencia, ser categorizada como tierra de misión, en la que debía llevarse a cabo una nueva evangelización. Con ese objetivo, el Vaticano recurrió a solicitar el apoyo del clero de otros países y el impulso al apostolado de los laicos. A pesar de que la explicación de los problemas del catolicismo en la región hacía hincapié en las limitaciones institucionales, los autores del Reporte también hicieron una evaluación de algunos de los cambios que habían experimentado las sociedades de la región por efecto de las primeras etapas de transformación económica, que se habían iniciado en varios de estos países a raíz de la segunda guerra mundial. Según ellos, estas nuevas condiciones también exigían un reajuste de la Iglesia, que había perdido relevancia en estas sociedades porque la crisis del catolicismo tradicional también reflejaba las crecientes dificultades que tenían las élites establecidas para responder a los cambios socioeconómicos. El Reporte de Chimbote describía esta situación como “la invasión de las masas” a la administración de los bienes materiales y a la competencia por posiciones de dirección y de gobierno, fenómeno que, según afirma el documento, “ha roto los canales tradicionales de la influencia religiosa”.[5] Es decir, los católicos también estaban reaccionando a la relativa democratización de la cultura y de la política que se había producido como efecto colateral del cambio económico, una transformación que amenazaba la posición de liderazgo social de la Iglesia. Según los autores del Reporte, este cambio había propiciado la aparición de una situación social polarizada que creaba elementos de confrontación social y lucha de clases, y era el mayor peligro que debía enfrentar la Iglesia en la región porque esta atmósfera oscurecía el objetivo del bien común.

				En estas condiciones de cambio, la función social de la Iglesia había perdido los perfiles precisos que tenía en el pasado, comprometida como había estado con el mantenimiento del statu quo. Si éste había desaparecido o se había transformado de manera esencial, entonces era urgente que la Iglesia redefiniera el papel que le tocaba desempeñar en las nuevas circunstancias de América Latina.

				El Celam fue respuesta a este diagnóstico que insistía en la urgencia de que los episcopados latinoamericanos coordinaran sus acciones; por otra parte, también era una fórmula para ordenar, concertar y preservar la unidad de la Iglesia en la región, porque le brindaba al Vaticano la posibilidad de supervisar las actividades de los obispos. El órgano tenía autonomía, pero estaba bajo la autoridad de la Congregación del Sagrado Consistorio, además tocaba al Vaticano nombrar al secretario general, aprobar el tema de las discusiones de los prelados en sus reuniones anuales, así como sus conclusiones.

				Hasta 1959, los temas de discusión de las reuniones anuales del Celam fueron de orden religioso. Sin embargo, ese año los obispos expusieron preocupaciones de otro tipo. A propuesta del papa Juan XXIII analizaron la amenaza del comunismo en América Latina. Mediante este planteamiento, las estrategias del catolicismo en la región se fueron deslizando del terreno puramente religioso o eclesial al social y político, pues cuando se discutieron las posibilidades de avance del comunismo, fue inevitable la reflexión en torno a las condiciones que propiciaban ese avance y el debate a propósito de las estructuras que obstaculizaban una mayor justicia social.

				Concilio Vaticano II en América Latina

				La preocupación de la Iglesia católica por la cuestión social en América Latina no era de ninguna manera una novedad. Desde la Colonia hubo voces como la de fray Bartolomé de las Casas y Bernardino de Sahagún que denunciaron la explotación de los indígenas. Más aún, la Iglesia fue durante siglos la principal responsable, si no es que la única, de las funciones asistenciales y educativas en estas sociedades. A finales del siglo XIX llegaron a la región los ecos de la encíclica Rerum Novarum del papa León XIII (1891) que exponía los principios de la doctrina social cristiana de reconciliación social y reformas graduales como tercera vía ante el avance del liberalismo y del socialismo. La respuesta a esta iniciativa fue la formación de cooperativas y sociedades mutualistas.

				En la década de 1920, las organizaciones de Acción Católica recibieron un enérgico impulso en el seno de las clases medias ascendentes. Se fundaron sindicatos católicos y organizaciones femeninas, estudiantiles y juveniles, así como algunos partidos socialcristianos —como ocurrió en Europa—. En los años treinta llegó a América Latina el pensamiento reformista del personalismo cristiano del filósofo francés Jacques Maritain y después de 1945 jesuitas franceses y belgas trasladaron al continente, sobre todo a Chile, la experiencia de los prêtres-ouvriers (sacerdotes obreros) que durante la segunda guerra mundial habían desarrollado una pastoral con una perspectiva social amplia, se habían establecido en los barrios obreros para trabajar en las fábricas y vivir con los pobres.

				Sin embargo, el acicate más poderoso al sacudimiento del catolicismo social en América Latina fue la Revolución cubana que los católicos de la región recibieron como una descarga eléctrica que daba pie a todos sus temores previos. La reacción se registró con sensibilidad en el Concilio Vaticano II (1962-1965) que convocó el papa Juan XXIII y que concluyó durante el reinado del papa Paulo VI. El objetivo de la gran asamblea ecuménica era el aggiornamento, es decir, la adaptación de la Iglesia católica al mundo contemporáneo, pero su tema central era la paz del mundo —recordemos que el Concilio se celebró en uno de los momentos álgidos de la guerra fría—. En términos generales, uno de los objetivos del Concilio era la reconciliación con la reforma protestante —a través del ecumenismo— y con el mundo moderno, como se desprende del reconocimiento que los documentos de la reunión hacen de la democracia liberal como la forma de gobierno y de organización del poder que ofrece las mayores garantías a la autonomía de la Iglesia. Asimismo, reconoció el principio de la libertad religiosa y la autonomía de lo secular.

				La aceptación del pluralismo —político, económico y religioso— tuvo consecuencias de gran alcance para el catolicismo europeo, pues el cambio contribuyó a preservar la continuidad de la Iglesia católica al liberarla de su compromiso con determinadas instituciones políticas, porque los prelados no se comprometieron explícitamente con un modelo político y económico en particular. Esta nueva posición también propició la despolitización del catolicismo y en cierta forma la secularización y el progreso del laicismo, de suerte que el catolicismo fue perdiendo terreno en Europa día a día. El Concilio Vaticano II no propuso ninguna innovación esencial de índole teológica o doctrinal, sin embargo, algunos de sus planteamientos abrieron la puerta a cambios en este terreno, sobre todo para los católicos latino­americanos.

				A este respecto, uno de los documentos centrales del Concilio fue Gaudium et Spes, que hasta cierto punto fue una desilusión para los cristianos comprometidos, porque enfatizaba la autonomía de lo temporal, pero —decían los críticos— no proponía un modelo de sociedad, sino una antropología, dado que insistía en que la misión de la Iglesia era estrictamente religiosa. Ésta no fue la lectura que se hizo del documento en América Latina, donde la pobreza, la inestabilidad socioeconómica y la Revolución cubana parecían haber abonado el terreno para que, a diferencia de lo que había ocurrido en Europa, el catolicismo se viera irremediablemente inmerso en el debate político en virtud de que Gaudium et Spes también comprometía a la Iglesia con el cambio social. Así, mientras europeos y estadounidenses discutían asuntos de carácter religioso o teológico, como la muerte de Cristo o el control de la natalidad, los prelados latinoamericanos se lanzaron de lleno al análisis social y político. Según algunos observadores así ocurrió porque los autores de los documentos más importantes de la reunión fueron los peritos latinoamericanos, muchos de ellos formados por los jesuitas progresistas que buscaban la identificación de la Iglesia con los trabajadores y que introdujeron las propuestas de mayor alcance doctrinal y político. En este caso, como en otros, las interpretaciones de los documentos conciliares también son diversas, pues mientras para algunos aportaron la materia prima del radicalismo católico de los años siguientes, para otros, los documentos conciliares nada más aspiraban a la readaptación de la Iglesia católica al mundo moderno, pero habían sido interpretados equivocadamente por quienes, en lugar de leerlos a la luz de la doctrina de la Iglesia, habían hecho una lectura sociológica del aggiornamento.

				La afirmación de que la Iglesia católica estaba comprometida con el cambio social tenía muchas implicaciones para América Latina; primero, porque ofrecía una nueva manera de entender el papel que debía desempeñar una institución que hasta entonces había sido uno de los pilares del statu quo, en un contexto que sufría todavía las repercusiones del terremoto de la Revolución cubana. En segundo lugar, la nueva relación entre Iglesia y cambio social también introducía ideas muy perturbadoras para la tradición católica que podían tener implicaciones doctrinales de largo alcance, porque se veía en el cambio un fenómeno social incontrolable y se sugería la idea de que el individuo tenía la capacidad para transformar la realidad, la cual, por consiguiente, no era más producto de la voluntad de Dios. De esta línea de argumentación se seguía que los católicos ya no tenían que conformarse con aceptar la voluntad divina y vivir resignadamente una realidad de sacrificios, apoyados en la esperanza de una vida mejor en el otro mundo.

				Las nociones de autoridad y obediencia, que han sido los pilares de la institución eclesiástica, también se vieron afectadas por la importancia que los documentos del Concilio atribuían a los principios de colegialidad y testimonio; por ejemplo, este último empezó a ser entendido en su sentido bíblico de solidaridad que nace de la experiencia compartida, de la cual se desprendía una visión que privilegiaba las relaciones horizontales en la organización de la Iglesia, que se ha caracterizado por ser una institución perfectamente jerárquica, en la que las relaciones verticales de autoridad se imponen a cualquier otra. Por otra parte, para los católicos progresistas la justicia social se convirtió en el objetivo central de la acción pastoral y le atribuyeron una primacía que se tradujo en la exigencia de que las autoridades eclesiásticas asumieran ese compromiso explícitamente, porque —sostenían— ése era el fundamento de su autoridad, la base de la obediencia y la expresión concreta más acabada de su creencia y fe auténticas. Asimismo, el hecho de que los documentos conciliares ampliaran las responsabilidades de los laicos en las actividades pastorales también adquirió en América Latina rasgos peculiares, profundizando la diferenciación con el catolicismo europeo pues dio entrada a aquellos elementos rituales —muchos de ellos marcadamente profanos— que el Reporte de Chimbote había denominado folclóricos, y que había identificado como una de las debilidades del catolicismo en la región.

				El Concilio Vaticano II planteó el concepto de la Iglesia como Pueblo de Dios, que fue una de las nociones que mayores equívocos introdujeron en la interpretación de sus documentos. Fue uno de los elementos constitutivos de la teología de la liberación y piedra de toque del progresismo católico, pues atribuyó un significado parcial a la noción de “pueblo”; primero se tradujo como una Iglesia para los trabajadores y luego la interpretación se amplió y empezó a hablarse de una Iglesia para pobres. Desde esta visión se desarrolló la idea de una Iglesia popular. El significado de la noción de “acción pastoral” también se amplió y alteró pues hasta antes del Concilio Vaticano II se refería únicamente a la caridad, a la difusión de las creencias y los valores religiosos y a las funciones de asistencia a los necesitados, pero en América Latina empezó a entenderse como testimonio, solidaridad y una actitud de denuncia y combate contra la explotación, la opresión y la pobreza extrema.

				Quizá una de las consecuencias del Concilio de mayor alcance para la Iglesia en América Latina haya sido su invitación a una mayor apertura intelectual a las disciplinas seculares, en particular a las ciencias sociales, como fuente legítima de conocimiento del mundo. Así, la doctrina social cristiana dejó de ser la única fuente de inspiración de los católicos comprometidos con el cambio social. El desplazamiento de la doctrina se fundó también en la propuesta de los documentos conciliares de que se reconociera la validez de los valores temporales, así como la posibilidad de encontrar en la vida cotidiana enseñanzas religiosas y significados trascendentes en los problemas sociales. Con base en esta propuesta se desarrollaron las primeras ideas del diálogo entre cristianos y marxistas que conducirían a la búsqueda de convergencias entre el cristianismo y el socialismo, y cristalizarían en novedosas alianzas políticas entre antiguos adversarios ideológicos.

				Los documentos conciliares fueron sin lugar a dudas un factor importante en la radicalización de religiosos y de distintos grupos de laicos. Sin embargo, en este proceso también intervino la experiencia reformista católica de Chile, que a su vez fue impulsada por la reflexión conciliar y que se concretó en el gobierno democratacristiano del presidente Eduardo Frei (1964-1970), cuyo programa retomó algunos de los planteamientos que había hecho el Episcopado chileno, por ejemplo, en relación con la reforma agraria. En 1962, los obispos habían dado a conocer el documento “La Iglesia y el campesino chileno”, en el que insistían en las bondades de la distribución de la tierra y de la propiedad privada; en 1964 se habían hecho presentes en la campaña presidencial con un segundo documento “Los deberes sociales y políticos de los católicos en la hora presente”, que era un llamado a la responsabilidad de todos en la solución de los problemas de la desigualdad y la injusticia social. El ascenso de la democracia cristiana al poder en Chile, en un momento todavía crítico de la rivalidad soviético-americana, fue recibido con mucho entusiasmo, pues se creía que ofrecía una alternativa entre liberalismo y colectivismo, que podía detener el avance del comunismo y servir de modelo a otros países del continente, como permitía presagiarlo la aparición de partidos hermanos en El Salvador y Venezuela.

				El programa de gobierno del presidente Frei, denominado Revolución en la Libertad, tenía tres puntos fuertes: la reforma agraria, la chilenización del cobre, que hasta entonces estaba en manos de empresas norteamericanas, y un amplio plan de vivienda y programas de promoción popular en los barrios pobres urbanos. Esta experiencia democratacristiana fue un dato importante en el proceso de radicalización de los católicos latinoamericanos; primero, porque proporcionó el impulso original a la movilización y organización de sacerdotes, religiosos y laicos activistas en los medios populares. Muchos de ellos se fueron a vivir a las poblaciones, los barrios urbanos pobres, como parte del nuevo sentido que los documentos conciliares habían imprimido a la noción de testimonio, de la misma manera que el nuevo significado de pastoral orientó su activismo religioso al campo de lo político.

				Las políticas reformistas del gobierno de Frei, en particular la reforma agraria, se toparon con la firme oposición de las élites tradicionales, pero también provocaron la insatisfacción de los católicos movilizados, quienes consideraban que había fracasado porque no logró mejorar el nivel de vida de los pobres.

				A partir de esta visión crítica del reformismo democratacristiano muchos de ellos sujetaron a riguroso escrutinio la noción de desarrollo para descartarla, porque, según decían, enmascaraba la explotación y la dependencia que beneficiaba a los países ricos y a las élites locales a expensas de la mayoría de la población. Por consiguiente, optaron por rechazar el capitalismo que, en lugar de aliviar la pobreza, según ellos, la agravaba. Asimismo, pusieron en tela de juicio el alcance de las instituciones políticas del liberalismo y su capacidad para promover la justicia social. De esta manera, empezaron a distanciarse de algunas de las conclusiones centrales del Concilio Vaticano II que, como se dijo antes, había reconocido en esas instituciones la mejor garantía para la autonomía de la Iglesia. Sin embargo, los católicos chilenos radicalizados subordinaron este objetivo a la meta más amplia y ambiciosa del cambio social.

				La inconformidad de estos católicos se tradujo en disidencias y escisiones del partido democratacristiano chileno, sobre todo entre los jóvenes universitarios que exigían la aceleración y profundización de las reformas emprendidas.

				En 1968, al mismo tiempo que se inauguraba en Bogotá, Colombia, el Congreso Internacional Eucarístico y la Segunda Conferencia General del Celam, grupos importantes de la juventud democratacristiana le dieron la espalda a la vía reformista, denunciaron la injusticia social, la explotación, la opresión y la incapacidad de la Iglesia institucional para resolver estos problemas. En 1969, algunos de estos católicos progresistas fundaron el Movimiento de Acción Popular Unitaria (MAPU), que fue parte de la coalición que apoyó al gobierno de la Unidad Popular que llevó al poder al socialista Salvador Allende en 1970. En ese mismo año se formó el movimiento Iglesia Joven que apoyó sin restricciones a ese gobierno. Los miembros del clero que formaban parte de esta agrupación en 1971 crearon el movimiento Cristianos por el Socialismo, que invocaba el diálogo entre cristianos y marxistas. La radicalización de los católicos alcanzó tales dimensiones que en septiembre de 1973, poco antes del golpe militar, el Episcopado chileno condenó el mencionado movimiento, porque, según los prelados, en lugar de ayudar a disolver el clima de polarización social agravaba las divisiones entre los propios cristianos y comprometía el destino de la misma Iglesia.

				El antecedente de la trayectoria de radicalización de estos católicos chilenos fue la experiencia de Camilo Torres en Colombia, quien había abandonado la orden de los padres dominicos en 1965 para dedicarse íntegramente a la lucha política, fundó un movimiento político y finalmente optó por la lucha guerrillera. Camilo Torres murió en 1966 durante una escaramuza con las fuerzas del gobierno. Su importancia estriba en que fue el precursor de los católicos guerrilleros, muchos de los cuales ingresaron en las filas de organizaciones como los Montoneros en Argentina y los Tupamaros en Uruguay, protagonistas centrales en la inestabilidad política latinoamericana de los años setenta.

				La conclusión general del Concilio Vaticano II fue que la Iglesia debía ir “al encuentro del mundo”. Una de las consecuencias de esta propuesta fue que las iglesias locales se volcaran sobre los creyentes —no únicamente en América Latina, este fenómeno también se produjo en Estados Unidos y en Europa— y sobre la sociedad misma, que empezó a ser vista como la sustancia de la propia Iglesia, en más de un caso en detrimento de la institución. Esta visión propició que florecieran las particularidades nacionales y que se impusieran a la vida de la Iglesia católica, de suerte que el aggiornamento convirtió al conjunto eclesial en un mosaico de realidades yuxtapuestas.

				La pluralización del catolicismo fue posible también gracias a la tolerancia de las autoridades eclesiásticas frente a la manifestación de las diversidades culturales de una comunidad religiosa de presencia universal. El papa Paulo VI, en una carta dirigida al cardenal Maurice Roy en 1971, Octogesima Adveniens, decía: “En vista de la variedad de situaciones en el mundo, es difícil impartir una enseñanza que las comprenda a todas u ofrecer una solución que tenga un valor universal. No es ésa nuestra intención, ni siquiera nuestra misión”.[6] El mayor involucramiento de la Iglesia en la realidad social acentuó, de manera inevitable, las distinciones en el interior de la Iglesia y las condiciones particulares de cada Iglesia nacional como base para elaborar interpretaciones de doctrina y códigos de comportamiento también particulares. Así nació la teología de la liberación, como una propuesta específicamente latinoamericana de lectura del Evangelio y definición de los comportamientos de los católicos, elaborada a partir de sus condiciones particulares.

				El Concilio Vaticano II incrementó la complejidad del catolicismo latinoamericano porque la politización de la institución fue otro factor más de diversificación interna. Por una parte, el mensaje renovado de la Iglesia despertó grandes expectativas de cambio, mediante reformas o revoluciones, entre grupos progresistas y populares; pero, por otra, provocó una poderosa reacción defensiva entre los grupos de privilegio y los militares.

				La Iglesia católica en la región siempre ha sido una institución política; sin embargo, en el pasado, sus luchas por el poder habían tenido por objeto la defensa de los derechos de la propia institución. Con el aggiornamento la participación política de la Iglesia se justificó en nombre de la justicia social, la democracia y los derechos humanos. La nueva relación entre la Iglesia y el cambio fue leída por muchos como una invitación a involucrarse en forma activa y en cuanto que católicos en asuntos temporales. En cierta forma, esta interpretación implicaba un paso atrás en uno de los presupuestos centrales de la idea de una sociedad moderna, según la cual la separación de lo temporal y lo espiritual es un objetivo deseable. Sin embargo, después del Concilio, la religión en América Latina se convirtió en una fuente de inspiración de acciones políticas de diferente naturaleza, reformistas y revolucionarias, progresistas y radicales, y la Iglesia actuó —y en más de un caso fue utilizada— como un “escudo institucional”,[7] para la organización y manifestación del disenso político.

				LA SEGUNDA CONFERENCIA GENERAL, MEDELLÍN, 1968, Y LA OFENSIVA DEL CATOLICISMO RADICAL

				Las experiencias católicas de los años sesenta —la Revolución cubana, el gobierno democratacristiano de Eduardo Frei, la opción revolucionaria que había encarnado el camilismo— aportaron las premisas de las discusiones de la Segunda Conferencia General de los obispos latinoamericanos que se celebró en Medellín, Colombia, en 1968. Esta asamblea fue el punto de partida de una lectura latinoamericana de los documentos conciliares, así como de la contribución más importante del catolicismo de la región a la historia de la Iglesia en la posguerra: la teología de la liberación.

				La reunión de Medellín afectó profundamente el catolicismo latino­americano. Muchos de los movimientos radicales y revolucionarios que agitaron la vida del continente durante la década de 1970 llevaban su huella, así como las acciones de los católicos que se organizaron para oponerse a las dictaduras militares que se instalaron en Brasil a partir de 1964, en Chile en 1973 y en Argentina en 1976, en la revolución nicaragüense que triunfó en 1979 y llevó al poder a más de cuatro religiosos, y en las guerras civiles de El Salvador y Honduras. Incluso el levantamiento guerrillero que tuvo lugar en enero de 1994 en el estado de Chiapas, en el sureste mexicano, lleva el sello del revolucionarismo católico que inauguró Medellín.

				La reunión episcopal discutió tres grandes temas: la promoción humana como vía para la reafirmación de la justicia y de la paz; la evangelización y crecimiento en la fe, y por último, reflexiones en torno a las estructuras institucionales de la Iglesia. La asamblea tuvo dos características que cabe subrayar: la primera fue que abandonó el eclesiocentrismo tradicional y, la segunda, que enfatizó conceptos que hasta entonces no habían aparecido en textos eclesiásticos, por ejemplo, los de conflicto social y lucha de clases.

				En sus documentos, la Iglesia como Pueblo de Dios recibió una interpretación inequívoca de una Iglesia sólo para los pobres, de una Iglesia popular con todas las implicaciones que esta visión suponía para una institución que es madre de todos los católicos sin distinción de clases. Para los impulsores de esta noción, el pueblo era la fuente de la revelación espiritual y de la autoridad religiosa. En términos teológicos, lo importante —decían— eran las condiciones de vida del pueblo. El principal problema de esta perspectiva era que trasladaba el conflicto social al seno del catolicismo. Sacerdotes y laicos se apoyaron en la teoría de la dependencia y en el presupuesto central de este enfoque según el cual las condiciones del subdesarrollo son consecuencia inevitable de la dominación imperialista y de sus aliados locales, para elaborar una propuesta alternativa a la de la doctrina social de la Iglesia. Todas las experiencias previas alimentaron la radicalización de los católicos, clero y laicos activistas que negaron la autonomía de lo político, pues para quienes se habían comprometido con el cambio social, la fe religiosa de los latinoamericanos era en sí misma una poderosa motivación para la acción política. En los años previos a Medellín, las ideologías seculares habían sustituido la doctrina social de la Iglesia en la reflexión de los católicos; la consecuente politización había conducido a la subordinación de la fe a los compromisos políticos e ideológicos. Para los críticos de la doctrina social de la Iglesia ésta era insuficiente porque no respondía de inmediato a las demandas urgentes de liberación de los pobres de la región. La rechazaban porque consideraban que era ahistórica y estática. Para ellos, el mensaje de la Iglesia para América Latina debía provenir directamente de la lectura del Evangelio a la luz de las condiciones de la realidad inmediata. Es decir, se trataba de hacer una lectura contextualizada; sin embargo, esta propuesta invitaba a la heterodoxia, a la libre interpretación y a la indisciplina. La crítica a la doctrina social de la Iglesia también se apoyaba en la experiencia chilena que, según los más radicales, había demostrado que era incapaz de romper con el pasado y de ofrecer una alternativa al liberalismo.

				En Medellín también se planteó que la pobreza no era un problema individual, sino el efecto de la vigencia de cierto tipo de estructuras, que era preciso cambiar si es que se trataba de combatirla. La definición de las estrategias y las acciones que debía emprender la Iglesia católica para alcanzar ese objetivo y cumplir con su compromiso con la justicia social también estuvo sujeta a una modificación del concepto de pecado, que se amplió de manera que incluía todo orden social injusto, opresivo y violento que generara y sustentara condiciones que obstaculizaran el desarrollo de una vida plena. De aquí se concluía con cierto apresuramiento que la lucha política era también una vía para la redención.

				Una de las implicaciones más serias del tono que adoptaron las discusiones en Medellín fue relativa al tema de la violencia que, a pesar de que había sido condenada por el papa Paulo VI en su discurso inaugural, quedó vinculada con los temas del pecado social y el cambio estructural. Así ocurrió porque los prelados insistieron en distinguir la “violencia institucionalizada” que se ejercía cotidianamente contra los pobres en condiciones de opresión e injusticia, y la contraviolencia que se justificaba porque su objetivo era la liberación y poner fin a la violencia institucionalizada, sus funciones y sus efectos. Según los obispos, en determinadas circunstancias la contraviolencia era admisible porque su objetivo era establecer una sociedad más justa.

				Los prelados reunidos en Medellín propusieron como parte de su acción pastoral la concientización, es decir, el despertar de las masas para que participaran en el cambio y en el esfuerzo común de construcción de una nueva sociedad. Este objetivo era consistente con el énfasis que impusieron a la participación y la acción comunitarias, que se tradujo en una abierta desconfianza hacia organizaciones políticas convencionales, hacia la clase política y más en general hacia la noción de la política como un área de compromisos y negociaciones. Los líderes de la Iglesia progresista veían en la democracia liberal una farsa y promovían preferentemente movimientos sociales, la democracia directa en la que los gobernantes deben responder a las demandas de las mayorías, aunque no tengan que rendir cuentas de la manera como han gobernado. Después de Medellín se inició una ola de radicalización de los católicos —religiosos y laicos— de Brasil, Chile, Uruguay y Perú. Todo parecía indicar que la Iglesia había adquirido una nueva relevancia social, que se había actualizado, que tenía mayor visibilidad y pertinencia políticas, y una autoridad moral reconquistada en virtud de la alianza con las clases bajas. En algunos casos, religiosos y laicos activistas se movilizaron para organizar grupos comprometidos con la lucha contra la pobreza y el subdesarrollo. Así nacieron el Grupo Golconda en Colombia, la Oficina Nacional de Investigaciones Sociales en Perú, Sacerdotes para el Tercer Mundo en Argentina y Cristianos para el Socialismo en Chile.

				La elaboración doctrinal de este movimiento fue el libro del teólogo peruano Gustavo Gutiérrez, publicado en 1971 con el título Teología de la liberación: perspectivas, donde afirmaba que después de Medellín el término desarrollo era obsoleto y que era preciso sustituirlo por liberación, el cual era, conjuntamente con participación, el eje de una propuesta teológica que privilegiaba el sentido político de ambas nociones frente a su significado espiritual. Gutiérrez pensaba que a partir de ellas podía emprenderse la renovación de la Iglesia y de sus líneas de acción, desde una perspectiva que restaba prioridad a las acciones puramente religiosas, las cuales quedaban limitadas al ámbito de la Iglesia institucional.

				El alcance de todos estos planteamientos sobre la reflexión en torno a la función social de los sacerdotes fue poderosísimo y uno de los disparadores de la politización de la Iglesia católica en estos años. Apoyados en la idea de que la teología de la liberación era tanto una teoría como una praxis, numerosos sacerdotes abandonaron su papel exclusivamente confesional con el fin de organizarse en una acción profética única, e incursionaron directamente en la lucha política. Para los sacerdotes progresistas, el ministerio profético suponía la interpretación del Evangelio desde la perspectiva del conflicto social y la explotación de los humildes. Interpretaban los signos de los tiempos como una actividad con dos dimensiones: una negativa y otra positiva. La primera significaba la denuncia del pecado estructural, que era un compromiso que adquirían con el objeto de desacralizar o deslegitimar el orden social establecido. La segunda dimensión del ministerio profético suponía que la destrucción de las estructuras injustas debía ir acompañada de la construcción de un nuevo orden social. De ahí que muchos de estos sacerdotes hayan asumido funciones de liderazgo comunitario y trataran de organizar grupos de acción política, siguiendo los lineamientos de una visión de esperanza para el futuro, tanto espiritual como temporal.

				El activismo católico desembocó en la formación y el apoyo a organizaciones de inspiración cristiana: cooperativas, sindicatos, partidos políticos. Sin embargo, es difícil encontrar un patrón único en el abigarrado mundo del activismo político que surgió después de 1968. En Perú, después del golpe militar que tuvo lugar ese año, una Iglesia mayoritariamente progresista estableció vínculos muy estrechos con los militares, comprometidos con un proyecto de modernización, al mismo tiempo que se debilitaban sus vínculos con las élites tradicionales, como ocurrió en El Salvador y Nicaragua. En Chile, los obispos que en un principio habían apoyado el golpe militar de septiembre 1973, ante la ferocidad de la represión, se convirtieron, en menos de dos meses, en un polo de reorganización de la vida social y de las redes de protección y defensa de los derechos humanos.

				En Brasil, después del golpe militar de 1964, la Iglesia modificó su actitud inicial de apoyo a la dictadura y, durante todo el periodo que se mantuvieron en el poder los militares, la institución tuvo una presencia decisiva en la oposición al gobierno. Desde ahí desarrolló un catolicismo progresista y dinámico, que encabezó la lucha por la defensa de los derechos humanos y fue líder en el diseño de prácticas pastorales conforme a lo propuesto por la teología de la liberación; además, Brasil fue el primer país donde se puso en práctica una acción pastoral concentrada en grupos pequeños, locales, firmemente adheridos a la nueva propuesta teológica y a la creencia de que la Iglesia católica tiene una responsabilidad política en la promoción de la justicia social. Las Comunidades Eclesiales de Base (CEB) se convirtieron en el núcleo de reorganización de la estructura parroquial. En 1990 había en Brasil cerca de 80 000 comunidades que agrupaban a más de cuatro millones de católicos. Su importancia política durante los años de la dictadura fue muy grande porque cuando el gobierno proscribió los partidos, las CEB eran el único espacio abierto a la discusión y a la organización de la oposición a los militares, a la protesta en contra de la represión; asimismo, apoyaban las demandas de una reforma agraria, la defensa de los derechos de los indios del Amazonas y de los presos políticos. Además, las posiciones de la Iglesia brasileña tenían significado particular para la dinámica interna del catolicismo en la región, donde por sus dimensiones —el Episcopado brasileño era, después del italiano, el más numeroso del mundo, con más de 350 obispos— y prestigio alcanzó a ejercer una poderosa influencia.

				En respuesta al desarrollo de la teología de la liberación y a la expansión de la influencia de los católicos progresistas, en el extremo opuesto del espectro ideológico se aglutinaron grupos también católicos —obispos, sacerdotes, religiosos y laicos— que apoyaban la dictadura militar. Los que se establecieron en la región en ese periodo suscribieron su combate a la guerrilla dentro del amplio marco de la cruzada anticomunista, de donde rápidamente pasaron a formular una doctrina de seguridad nacional contra la subversión revolucionaria y el comunismo internacional. Por este vía lograron una convergencia con la Iglesia católica, precisamente en los mismos países donde había encontrado terreno fértil el catolicismo progresista: Brasil y Chile, también en Argentina, donde el Episcopado se comprometió más profundamente con la dictadura militar.

				A lo largo de los años setenta parecía que se desmoronaba la unanimidad católica latinoamericana, que había sido tradicionalmente una de las piedras de toque de una supuesta identidad cultural regional. Peor aún, en adición a la división izquierda-derecha que se ha descrito, había muchos católicos que se negaban a mezclar política y religión, y se oponían a que la Iglesia participara en la lucha política. Tres grandes corrientes podían distinguirse en el seno de una comunidad de creyentes que hasta mediados de los años cincuenta había mantenido una aparente homogeneidad y armonía interna:

				Los conservadores, que defendían la alianza con las élites tradicionales y rechazaban cualquier modificación del statu quo; los centristas, que admitían que era necesario hacer algunos cambios y asumían la responsabilidad social de los católicos privilegiados, pero rechazaban la idea de la Iglesia popular y contestataria, y los más radicales, que apoyaban las premisas y conclusiones de la teología de la liberación.

				La fuerza de estas corrientes en el seno de cada una de las Iglesias la­tinoamericanas estaba determinada por el contexto político nacional inmediato.

				PUEBLA EN 1979: LA TERCERA CONFERENCIA GENERAL DEL CELAM Y LA CONTRAOFENSIVA DE LA IGLESIA INSTITUCIONAL

				En los últimos días de enero y en la primera semana de febrero de 1979 se llevó a cabo en la ciudad de Puebla, México, la Tercera Conferencia General del Celam. El desarrollo y las conclusiones de la reunión frustraron las expectativas de los católicos progresistas, quienes esperaban la ratificación de los compromisos que había adquirido la Iglesia en la década anterior y la profundización de su acción política. Desde el discurso inaugural de la asamblea, el recién elegido Juan Pablo II desaprobó la teología de la liberación. El papa Wojtyla advirtió a los allí reunidos que debían evitar “radicalismos sociopolíticos” y abandonar las interpretaciones incorrectas a que había dado lugar Medellín. También rechazó el concepto de una Iglesia popular, porque tenía efectos divisivos y recordó que el principio de autoridad era la clave de la estructura de la institución. No obstante, reconoció que uno de los objetivos fundamentales de acción de la Iglesia era la defensa de los derechos humanos y subrayó los vínculos entre el Evangelio y la promoción humana.

				Esta posición del papa Juan Pablo II frente a los desarrollos en el catolicismo latinoamericano estaba inserta en una estrategia general de alcance mundial. Desde los primeros meses de su pontificado había manifestado que una de sus principales preocupaciones era la dinámica pluralista que se había apoderado de la Iglesia católica a raíz del Concilio Vaticano II. Este fenómeno había sido impulsado por el florecimiento de las inocultables diversidades de una institución universalista. La inmersión de la Iglesia en la realidad social había puesto de relieve sus diferencias internas y muchos veían en ello una grave amenaza a la unidad esencial de la institución. Para el Papa, la pluralización era un peligro para al universalismo católico y rechazó la noción del pluralismo porque —según él— alimentaba contradicciones y debilitaba la identidad católica. Reconoció que una religión, si ha de ser universal, debe expresarse en culturas diferentes, pero también afirmó que esa religión no debe sacrificar su propia verdad en aras de los particularismos, a los que veía como una amenaza de fragmentación.

				En cambio propuso que la diversidad cultural de los católicos se manifiestara como “pluriformidad”. Buena parte de su pontificado estuvo dedicado a restaurar la identidad católica única, por encima de las diversidades culturales. El segundo objetivo de la acción restauracionista del papa Wojtyla fue frenar la ampliación de la autonomía de las iglesias locales que el Concilio había propiciado al enfatizar la colegialidad y la participación.

				El hecho de que América Latina fuera el destino del primer viaje internacional de Juan Pablo II fue un reconocimiento de la importancia de la región en el diseño general del Vaticano, así como de la inquietud que le causaban las alteraciones que había sufrido el catolicismo y la dinámica conflictiva en la que estaba comprometido, que ilustraban con toda claridad los riesgos que se había propuesto eliminar. En el discurso que pronunció en Puebla en esa ocasión, el Papa buscó destacar el hecho de que la reunión se iniciara bajo los auspicios de su autoridad y sentó la pauta de lo que sería el prolongado combate al desafío teológico y eclesial que había planteado el uso de categorías marxistas en la lectura del Evangelio.

				El Papa también insistió en que era preciso detener el divisionismo y restablecer la armonía en el seno del catolicismo, armonía que había sido destruida por la politización de la Iglesia.

				En relación con el espinoso tema de las funciones de los sacerdotes, el Papa también quiso corregir el rumbo que habían seguido los liberacionistas. Sostuvo que su magisterio sacerdotal no era de una verdad humana o racional, sino de la verdad divina, de suerte que no podían hablar en nombre del pueblo, pues eran maestros y no tribunos. En segundo lugar, descartó la distinción entre la Iglesia institucional y la Iglesia popular, porque —dijo— la evangelización no está sujeta a criterios individualistas, sino a la comunión con la Iglesia y sus pastores. Tercero, sostuvo que la lectura de la Biblia desde la perspectiva de las clases oprimidas conducía a interpretaciones meramente especulativas antes que a una auténtica transmisión de la palabra de Dios, y, por último, señaló que la teología no podía apoyarse en un “humanismo ateo”, léase en el marxismo, porque el único fundamento posible era la doctrina social católica cuyo corazón era la dignidad de la persona humana.[8]

				La importancia que el Vaticano atribuyó al restablecimiento de la disciplina en América Latina también debe entenderse dentro del contexto general de transición que se inició en la década de 1960 y que se prolongó hasta los años noventa, en el que una Iglesia europeo-occidental está transformándose en una Iglesia del Tercer Mundo, en la que América Latina es un eje de creciente importancia. Actualmente vive en la región más de 40% del total de los católicos del mundo. En 1980, dos terceras partes de los 3 800 obispos en funciones pertenecían a regiones no europeas y de éstos más de la mitad provenía del continente americano.[9]

				El rechazo del Papa a los postulados y efectos de la teología de la liberación fue casi brutal durante la visita que hizo a Centroamérica en marzo de 1983. En Managua, Nicaragua, donde cuatro religiosos ocupaban carteras ministeriales en el gobierno sandinista, Juan Pablo II los amonestó. Contrariamente a lo que muchos esperaban, no criticó la política de hostigamiento del gobierno de Estados Unidos en contra de la Revolución sandinista y tampoco mencionó a los héroes de la revolución. Condenó, en cambio, la heterodoxia católica inspirada en el marxismo, “los magisterios paralelos” y sus efectos sobre la unidad de la Iglesia, cuya preservación es uno de los deberes de los sacerdotes y de los obispos.

				Durante la celebración de una misa multitudinaria a cielo abierto, a la que asistieron más de 500 000 personas, tanto los simpatizantes del gobierno como sus opositores utilizaron los micrófonos para promover su propia causa, de manera que lo que había sido anunciado como un acto religioso terminó siendo un enfrentamiento político a pesar de las llamadas al orden del propio Papa. Si el objetivo del viaje había sido llevar un mensaje de reconciliación a los nicaragüenses, el resultado había sido exactamente el opuesto.

				Las posturas adoptadas por Juan Pablo II en relación con la teología de la liberación eran parte de una estrategia bien pensada y diseñada. La reacción del Vaticano en contra de Medellín se había manifestado desde 1972 cuando el obispo colombiano Alfonso López Trujillo, uno de los miembros más distinguidos del ala conservadora del catolicismo latinoamericano, fue designado secretario general del Celam, con el apoyo de una curia romana convencida de que el marxismo se había infiltrado en la Iglesia en América Latina, y que estaba decidida a disciplinar a los disidentes.

				Desde su creación, el Celam había sido concebido como un pilar de la unidad de las iglesias latinoamericanas. A partir de la llegada de López Trujillo se convirtió en uno de los principales instrumentos del Vaticano para restablecer su autoridad sobre la región y poner fin a los desacuerdos teológicos que habían ocasionando tantas divisiones y conflictos en el seno de estas iglesias y entre ellas y las autoridades vaticanas. El Consejo también fue el centro generador de una alternativa doctrinal a la teología de la liberación, como quedó de manifiesto en la reunión de Puebla, donde el secretario general presentó como visión alternativa la teología de la cultura. Esta propuesta integraba algunos elementos de la Iglesia preconciliar, experiencias de la Iglesia popular y la tradición de la doctrina social. Una importante proporción de las energías del Vaticano en América Latina en los años ochenta estuvo dedicada a la formulación de este programa.

				La teología de la cultura utiliza conceptos como pueblo y popular pero no los entiende desde la perspectiva del conflicto y la opresión; enfatiza la noción de consenso, si bien el análisis que propone es de índole social y cultural. Por consiguiente se habla de una cultura latinoamericana que, a pesar de diferencias, se funda en una tradición histórica única y en una experiencia común que condujo al desarrollo de un ethos cultural, que se expresa en diversas formas del catolicismo popular.

				La posición crítica del Vaticano contra la teología de la liberación se ha mantenido consistentemente. La evaluación crítica de las consecuencias del Concilio Vaticano II que hizo el Sínodo Extraordinario de Obispos de 1985 concluyó en una serie de precisiones que iban al corazón de los planteamientos de los liberacionistas latinoamericanos. En ella los prelados privilegiaron la noción teológica de la Iglesia como misterio de Dios sobre las interpretaciones sociológicas e institucionales. Por otra parte, el Sínodo confirmó la autoridad absoluta del Papa y de la jerarquía eclesiástica en la definición del papel y las funciones de la Iglesia en la sociedad. Además, introdujo dos cambios muy importantes en los documentos conciliares: primero, antepuso la institución a su misión y, en segundo lugar, no le atribuyó al mundo exterior ninguna influencia en la definición de esa misión.

				La oposición de Juan Pablo II a la teología de la liberación no significó un regreso al pasado o la renuncia al compromiso social de la Iglesia. Se trataba de borrar de los planteamientos católicos en la región toda huella de la influencia del análisis marxista que estaba tan presente en los años anteriores. Por consiguiente, el Celam desarrolló un enfoque que combinaba la noción de promoción humana con el ideal de reconciliación, en oposición al enfoque que privilegiaba el conflicto en el análisis de la realidad social. Por otra parte, se presentaba la doctrina social como una tercera vía, como ha sido tradicionalmente, pero entre el capitalismo y el socialismo —precisión que sugiere el compromiso con las instituciones políticas del liberalismo—.

				Desde entonces, la doctrina social ha sufrido algunas modificaciones importantes: contiene una defensa explícita de la democracia representativa y alienta la promoción de las organizaciones intermedias. A este respecto resulta notable el regreso de los cuerpos intermedios como parte importante del proyecto católico de organización social: cooperativas, sindicatos, organizaciones especializadas de jóvenes, mujeres, estudiantes universitarios son presentados como elementos centrales de una estrategia orientada hacia la reconstrucción de la vida comunitaria, precisamente en aquellas esferas que no están siendo atendidas por los partidos políticos. Dentro de este esquema, que es muy semejante al tradicional del corporativismo católico, la persona precede a la comunidad y las comunidades naturales —familia, municipio, gremio—, al Estado. Defiende los derechos de propiedad y de libre asociación. Al Estado le atribuye, como lo había hecho en el pasado, una función de arbitraje social y de promotor del bien común. Sin embargo, no se refiere a planteamientos políticos o económicos específicos para no comprometerse con ninguna opción política en particular. Vuelve al reformismo de la doctrina social, y por eso tampoco puede decirse que la reacción del Celam contra la Iglesia popular sea una incitación a restablecer las alianzas sociales previas al Concilio.

				El Celam también propone una visión integral del mundo en la fe, denuncia la secularización como un síntoma de la crisis de valores y no lo entiende, como en el pasado, únicamente como un indicador de la pérdida de influencia de la Iglesia, la cual se ha propuesto, por consiguiente, ofrecer una alternativa ética a las sociedades de finales del siglo XX. El propósito es que la cristiandad penetre las instituciones públicas en los ámbitos culturales, económicos y sociales.

				Al iniciarse la década de 1990, analistas y observadores coincidían en que la Iglesia popular y la teología de la liberación tocaban la retirada. Su debilitamiento puede explicarse por diversas causas, dos generales: una de orden político y la segunda de orden eclesiástico. En el primer caso, parece claro que la caída de las dictaduras y el establecimiento de regímenes políticos liberales, donde la participación política se encauza por medio de elecciones y partidos, ha vaciado de contenido el papel sustitutivo que tuvieron las iglesias y las organizaciones católicas en los sistemas antidemocráticos que controlaban o reprimían la participación. En términos eclesiásticos es indiscutible que la condena del papa Juan Pablo II pesó en la teología de la liberación que, según el Vaticano, no era la expresión de una particularidad cultural, sino una perversión de la doctrina social de la Iglesia.

				Para disciplinar a las iglesias locales, Juan Pablo II utilizó en América Latina los mismos instrumentos que en otros países: primero, hizo valer la autoridad suprema del pontífice y su autoridad moral sobre los obispos y los episcopados; en segundo lugar, alteró la composición de los episcopados, jubilando a los obispos más recalcitrantes, impuso medidas disciplinarias, por ejemplo, al teólogo brasileño Leonardo Boff le impuso silencio durante un año, y designó obispos favorables a la restauración de la autoridad vaticana. También recurrió a medidas administrativas, por ejemplo, dividió arquidiócesis demasiado extensas y pobladas que eran una base de poder autónomo para sus obispos, como lo hizo con la arquidiócesis de Río de Janeiro.

				SANTO DOMINGO 1992 Y LA IGLESIA CATÓLICA EN AMÉRICA LATINA, ANTE EL ADVENIMIENTO DEL TERCER MILENIO

				Al mismo tiempo que las instituciones políticas liberales se afianzaban en América Latina, la Iglesia católica fue perdiendo la posición central y la relevancia política que había adquirido durante los periodos autoritarios en la lucha contra las dictaduras y en la organización de la defensa de los derechos humanos. Según se desprende de los documentos de la Cuarta Conferencia General del Celam, que se reunió en Santo Domingo en octubre de 1992, con el tema “Nueva Evangelización, Promoción Humana, Cultura Cristiana”, el problema real del catolicismo en la región había dejado de ser la teología de la liberación. Al acercarse el fin del milenio la Iglesia identificó el secularismo, o la prescindencia de Dios en las sociedades latinoamericanas, como el principal adversario a vencer. Ante esta nueva amenaza, la Iglesia católica volvió los ojos a las preocupaciones que le inspiraba su propio futuro en la región: en primer lugar, la pluralización religiosa que se derivaba del notable crecimiento de las iglesias evangélicas, que en la última década del siglo se multiplicaron aceleradamente, de suerte que podía hablarse de un auge del pentecostalismo. Por ejemplo, entre 1990 y 1992, en Río de Janeiro se abrieron 710 templos protestantes, 91% de ellos eran pentecostalistas; en el mismo periodo se inauguró una sola parroquia católica.[10]

				El segundo problema era el secularismo, la ausencia de Dios, el indiferentismo, una religión vaga que se apoya en bases doctrinales débiles. En el discurso inaugural de la asamblea de Santo Domingo, el papa Juan Pablo II sostuvo que ante el tercer milenio la Iglesia tenía que ofrecer una respuesta a las inquietudes del “hombre histórico”, del “hombre concreto”, y encontrar nuevos métodos de apostolado, para que el mensaje cristiano pudiera ser expresado en formas accesibles “sin alterar o modificar en nada el mensaje evangélico”. El primer paso para hacerlo fue establecer una distinción muy clara entre los problemas de la Iglesia católica en el continente y los problemas de las sociedades del continente. En relación con los primeros, el Papa hizo hincapié en su propósito de restablecer la unidad de la Iglesia bajo la autoridad de la misma institución y de su interpretación del Evangelio. Enfatizó que había posiciones inaceptables respecto a lo que es la verdad, la libertad y la conciencia; señaló también que el pluralismo teológico era inadmisible porque conducía a un “relativismo que pone en peligro la integridad de la fe”,[11] que propiciaba la aparición de “magisterios paralelos” que se oponían y rivalizaban con el magisterio auténtico. Recordó a los ahí reunidos las palabras del Evangelio: “No os dejéis seducir por doctrinas varias y extrañas”.

				Sin embargo, este llamado ya no obedecía, como en el pasado, al temor a la revolución, sino que era el resultado de una evaluación de la vulnerabilidad de los católicos latinoamericanos a las dos amenazas más serias: el secularismo y las iglesias protestantes que florecen en la debilidad doctrinal y la confusión. Ante el crecimiento de las iglesias protestantes y el “embate de la secularización”, Juan Pablo II pensaba que la religiosidad popular hacía a los latinoamericanos particularmente vulnerables al avance del secularismo. El énfasis en la religiosidad popular es de llamar la atención, porque en el pasado se consideraba que era uno de los peores enemigos de la autoridad de la Iglesia en la región. En esos momentos, en cambio, era considerado como un importante capital que podía defenderla. Por consiguiente, Juan Pablo II insistió en que la religiosidad popular tenía raíces católicas y en que “convenientemente evangelizada puede ser un antídoto contra las sectas” por sus valores de fe, de piedad, de sacrifico y de solidaridad.

				También hizo un llamado al sentido de responsabilidad de los sacerdotes y de los obispos, pues la religiosidad popular tenía riesgos importantes para la Iglesia, entonces era más que nunca necesaria la dirección de las autoridades religiosas y la supervisión: “Vosotros amados Pastores tenéis que velar sobre todo por la fe de la gente sencilla que, de lo contrario, se vería desorientada y confundida”.

				En cuanto a los problemas de las sociedades latinoamericanas, el Papa reconoció la pobreza, el deterioro de los términos de intercambio, la magnitud de la deuda internacional y el desempleo; pero en lugar de exigir, como lo hacían los progresistas de los años setenta, un cambio de estructuras, hizo un llamado a la solidaridad internacional, a la buena voluntad de los países ricos, en correspondencia con el nuevo énfasis que ponía la Iglesia en el tema de la solidaridad, como uno de los valores profundamente arraigados en la cultura latinoamericana, que podía ser la piedra de toque de la restauración —o la construcción— de la cultura católica, en la que la solidaridad también es un valor central.

				En Santo Domingo, en 1992, el Papa no habló de violencia institucionalizada como había ocurrido en Medellín en 1968, sino que retomó la noción de injusticia institucionalizada que se había propuesto en Puebla en 1979. Insistió en que la genuina práctica de la liberación sólo podía estar inspirada en la doctrina de la Iglesia y que ésta no “puede dejarse arrebatar por ninguna ideología o corriente política la bandera de la justicia” que es una exigencia del Evangelio. No obstante, hizo un esfuerzo por establecer una línea de continuidad entre las cuatro conferencias generales del Celam y quiso ver en ellas una sucesión de etapas, antes que una dinámica de acción-reacción en la que las conclusiones de una asamblea hubieran sido revisadas o corregidas por la siguiente. Por ejemplo, insistió en que la opción preferencial por los pobres no debía evocar una elección excluyente ni exclusiva, porque el mensaje de salvación de Cristo y de la Iglesia está dirigido a todos los hijos de Dios por igual. Dijo que se trataba de “una opción… basada esencialmente en la Palabra de Dios y no en criterios aportados por ciencias humanas o ideologías contrapuestas, que con frecuencia reducen a los pobres a categorías sociopolíticas y económicas abstractas”;[12] y aludió a la caída de los regímenes del socialismo real y de manera indirecta a la teología de la liberación cuando dijo: “Cabe esperar que también en este continente se saquen las deducciones pertinentes en relación con el valor efímero de tales ideologías”.

				Uno de los puntos sobresalientes del discurso de Juan Pablo II fue la convocatoria a la celebración de un encuentro de representantes de los episcopados de todo el continente americano. Es decir, una reunión a la que habrían de asistir los obispos de Canadá y Estados Unidos, además de los obispos latinoamericanos. Este proyecto de reunir en una sola asamblea a prelados provenientes de sociedades tan desiguales se situaba dentro del llamado general a la solidaridad entre ricos y pobres. La propuesta sugería que el Vaticano esperaba el apoyo de las iglesias más ricas de Canadá y Estados Unidos para resolver el persistente problema de la escasez de recursos humanos y materiales que ha sido visto como el origen de los conflictos del catolicismo latinoamericano, pero dentro de una organización en la que prevaleciera la coordinación bajo la autoridad vaticana.

				La unidad de la Iglesia en América Latina siguió siendo un tema de preocupación para el Vaticano. En 1996, la Secretaría General del Sínodo de los Obispos dio a conocer un primer documento preparatorio de la reunión antes mencionada, Lineamenta, con el objetivo de sentar una base común de reflexión para fomentar la cooperación entre las “iglesias particulares”. La prioridad de este propósito se deriva del hecho de que uno de los datos que destacaba en el diagnóstico del catolicismo en la región eran sus divisiones internas, que se sobreponían unas a otras, y agravaban otras diferencias prexistentes, sociales, económicas, políticas, culturales o raciales, cuya coincidencia amenazaba la integridad de estas sociedades.

				Según los autores de Lineamenta, el catolicismo latinoamericano atravesaba una crisis de obediencia, disensiones y discordia que se proponían atacar, condenando en primer lugar a los grupos o las personas que aunque se autoproclamaban católicos “están en abierta contradicción con las enseñanzas de la Iglesia, ya sea en materia moral como en ciertos aspectos del dogma”.[13] El asunto es tan serio que el documento señalaba entre los pecados “que exigen un mayor compromiso de penitencia y de conversión” aquellos que habían dañado la unidad querida por Dios para su pueblo.[14]

				En consonancia con las posiciones que sostuvo el Papa en Santo Domingo, los prelados afirmaron que la causa de los problemas de los países latinoamericanos era de origen moral, antes que económico o político, y distinguieron las funciones de la Iglesia de las que desempeñaban otros organismos: “No es misión de la Iglesia resolver todos los problemas so­cia­les”.[15] De ahí que el documento hiciera hincapié en la espiritualidad e insistiera en que existen diferencias muy claras entre evangelización y promoción de la justicia.

				CONCLUSIONES

				En el último medio siglo, la Iglesia católica en América Latina enfrentó retos que jamás hubiera sospechado; no obstante, frente a la heterodoxia y la indisciplina que provocó la politización de un catolicismo comprometido con el cambio social, el avance del secularismo y el progreso de las iglesias protestantes le parecían una amenaza mucho más temible. Al inicio de un nuevo milenio, los prelados americanos buscaron responder a estos graves desafíos reiterando la postura del papa Juan Pablo II de que la doctrina social es la única fuente de inspiración de soluciones a los problemas sociales del continente.

				La insistencia en mantener esta doctrina como el marco de referencia general para la reflexión social de los católicos es una vía para introducir una cierta uniformidad en sus respuestas. Este propósito adquirió urgencia cuando la Iglesia estuvo dispuesta a apoyarse en la religiosidad popular para fortalecer su presencia en el continente. De ser así, entonces era de suma importancia que el diverso mundo católico estuviera bien asentado en referentes comunes inequívocos.
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